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Resumen 

Con el presente artículo se pretende analizar críticamente las posturas que se han 
desarrollado con relación a la función que cumplen las autoridades en ejercicio de 
la potestad disciplinaria y la naturaleza de los actos emitidos con ocasión de estos 
procesos. Para lo cual se expondrán brevemente las teorías relacionadas con el 
origen y evolución del derecho administrativo; posteriormente se presentará de 
manera general los fundamentos de la potestad sancionadora del Estado y del 
derecho disciplinario; en seguida se conceptualizará lo relacionado con el acto 
administrativo y el acto jurisdiccional y finalmente a través de los pronunciamientos 
adoptados por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, se identificaran 
características esenciales de las actuaciones adelantadas por la Procuraduría 
General de la Nación y así analizar cuál debería ser su naturaleza. El artículo 
concluye con comentarios en los cuales se afirma que dadas las funciones que 
ejerce la Procuraduría en razón de su potestad disciplinaria, sus actuaciones y 
decisiones materialmente revisten las características de una función  jurisdiccional. 
 

Palabras Clave: 

Potestad Disciplinaria, Proceso Disciplinario, Función Administrativa, Servidor 
Público, Acto Administrativo, Acto Jurisdiccional. 

 

Abstract 

The present article is tried to analyze critically the positions that have developed 
with relation to the function that the authorities fulfill in exercise of the disciplinary 
legal authority and the nature of the acts issued on the occasion of these 
processes. For which there will be exposed brief the theories related to the origin 
and evolution of the administrative law; later one will present in a general way the 
foundations of the legal authority disciplinary of the State and of the disciplinary 
right; immediately there will be conceptualized the related thing to the 
administrative act and the jurisdictional act and finally across the pronouncements 

                                                           
1
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adopted as the Constitutional Court and the State council, essential characteristics 
of the actions were identified advanced for by the Procuraduría General office of 
the Nation and this way to analyze which should be his nature. The article 
concludes with comments in which one affirms that given the functions that the 
Procuraduría office exercises in reason of his disciplinary legal authority, his 
actions and decisions materially meets the characteristics of a jurisdictional 
function. 

 

Key words: 

Disciplinary Legal authority, Disciplinary Process, Administrative Function, Public 
Servant, Administrative Act, Jurisdictional Act. 

 

Introducción 

La potestad disciplinaria en cabeza del Estado y las decisiones emitidas en razón 
de esta facultad han sido de amplia discusión por distintos sectores de la 
sociedad, esto dadas las distintas teorías que se han suscitado a lo largo de la 
formación y evolución de este derecho, en las que se ha considerado que el 
derecho disciplinario administrativo es autónomo e independiente o por el contrario 
solo reviste una función administrativa ineficaz, debido a que sus decisiones son 
objeto de control judicial, escenario en el cual se revisan y en ocasiones se 
sustituyen. 
 
Para tal fin se dará aplicación al método deductivo, en donde a partir principios 
generales se infieren conclusiones particulares, así con ayuda de la dogmática 
jurídica, se hará un análisis de las categorías propias del derecho disciplinario, así 
como de los pronunciamientos jurisprudenciales del Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado, en los cuales se evidencia la dualidad de criterios frente a la 
naturaleza de las funciones que ejerce para este caso puntual la Procuraduría 
General de la Nación, y a partir de esto se pretende identificar la naturaleza 
jurídica de los actos disciplinarios.  
 
Para lograr lo expuesto, en un primer lugar de manera general se enunciaran los 
antecedentes históricos del derecho administrativo en Colombia, esto con el fin de 
introducir al concepto de servicio público, esto teniendo en cuenta que el derecho 
administrativo sancionatorio y específicamente la potestad disciplinaria del Estado 
se debe a la función pública y fue concebida con muy medio para controlar y 
sancionar las conductas contrarias a la misma.  
 
Posteriormente se desarrollará de forma teórica lo que se ha definido como Acto 
Administrativo y Acto Jurisdiccional, junto con sus características definitorias, 
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como criterio para identificar a que categoría se asemejan los actos emitidos con 
ocasión de los procesos disciplinarios. 
 
De conformidad con lo  anterior, el objetivo del presente trabajo es realizar un 
reflexión a fin de aproximarse a dar un respuesta a la pregunta ¿El control 
disciplinario que ejerce la Procuraduría General de la Nación materialmente es 
equiparable a la función jurisdiccional, aun cuando constitucionalmente no se le ha 
organismo la función de administrar justicia? Y en ese sentido ¿Es viable 
considerar que algunas de esas decisiones disciplinarias materialmente son 
también jurisdiccionales?. 
 
 

I. Antecedentes Históricos y Evolución del Derecho Administrativo en 
Colombia 
 
Se han construido múltiples teorías con relación al origen y antecedentes del 
derecho administrativo, por lo que el momento histórico en cual se instituyó, no es 
un asunto en el que se dé acuerdo unánime, sin desconocer la importancia que se 
le ha dado a la Revolución Francesa2. 
 
Entre los opositores a la teoría clásica del origen del derecho administrativo, se 
encuentra Tocqueville (2006) para quien el derecho administrativo se remonta al 
antiguo régimen, afirma que todo lo nuevo existía ya antes, pero bajo los 
condicionamientos del Estado absoluto, al igual que la justicia administrativa y la 
garantía de los funcionarios también son nociones provenientes dicha época. 
 
Gallego Anabitarte (1971), a su vez, indica que el derecho administrativo estuvo 
presente en la etapa del absolutismo, hace la distinción con relación al panorama 
Francés frente al español, afirmando que la división de poderes no fue significativa 
para este último, en tanto en el antiguo régimen ya había una separación de 
poderes del Estado y una sujeción a la Ley, instituciones que han tenido 
continuidad histórica. 
 
No obstante, no se puede desconocer que este derecho, a lo largo de su evolución 
ha tenido una marcada influencia de proveniente del derecho Francés3, sobre el 
particular se tiene que el profesor Jean Riveró (1980), señala que para el sistema 
Romano-Germánico, se dice que en materia de derecho administrativo se 
mantienen los tres postulados fundamentales del derecho Francés, como lo son: 
a) El poder público, es decir que la administración es garante del interés general, 

                                                           
2
 Para ampliar ver Chinchilla, C. (1992). Reflexiones en torno a la polémica sobre el origen del Derecho 

Administrativo. Madrid: Civitas. 
3
 Sobre este punto, véase García de Enterría (1994)  en su obra revolución francesa y administración contemporánea,  

plantea que la Revolución Francesa, es el cimiento del derecho administrativo como se conoce en la actualidad, 
fundamentada en la separación de poderes y en el sometimiento de la administración a la ley, resaltando la importancia de 
favorecer la autonomía del ejecutivo, el cual debe consolidar un poder de la administración.   
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por tal razón debe estar investida de privilegios superiores; b) la autonomía del 
derecho administrativo con respecto al derecho privado, que se traduce en la 
limitación de las mencionadas prerrogativas mediante la reglas de derecho; y c) el 
sometimiento de la actuación administrativa al control judicial, esto con el fin de 
verificar la legalidad de sus actos. 
 
Una de las principales actividades del gobierno es la administración, la cual se ve 
reflejada en ejercicio de distintas actuaciones, en este aspecto es de aclarar que 
administración se refiere tanto a la función de ejecución, como a las autoridades 
ejecutivas y administrativas.  
 
La teoría de la separación de poderes, aun cuando disponga la distinción funcional 
entre la autoridad ejecutiva, legislativa y judicial, no resulta ser una formula exacta 
para todos los Estados, siendo que esta organización está determinada por la 
Constitución acogida en cada uno, y la interpretación que se le dé a la misma; sin 
embargo, esto no significa que haya una separación radical entre cada poder que 
le impida en alguna medida participar de las funciones de los demás poderes, a 
manera de ejemplo el poder ejecutivo se encuentra sometido a la intervención del 
legislativo, al igual que ocurre con los Tribunales que tiene competencia para 
revisar los actos emitidos por la administración, con algunas excepciones 
(Goodnow, 1889, pág. 212 ).      
 
Teniendo en cuenta estas precisiones, específicamente en lo relacionado con 
Colombia, se encuentra que la Constitución de 18864 propició la consecución de 
una jurisdicción de lo contencioso administrativo, retomando la presencia del 
Consejo de Estado en el ámbito nacional, corporación recogida del 
constitucionalismo Francés, aunque solo fue prevista como un cuerpo consultivo 
del gobierno (Garzón, 2014, pág. 489 ).  
 
Posteriormente, la primera jurisdicción de lo contencioso administrativo, se creó 
mediante la Ley 27 de 1904,  que encargó al Consejo de Estado de conocer de la 
validez o nulidad de las ordenanzas de las asambleas departamentales; no 
obstante en 1905, el Consejo de Estado fue suprimido, lo que significa que tal 
reconocimiento de la jurisdicción no fue de relevancia, en esta etapa. 
 
Para 1910, la creación de la jurisdicción de lo contencioso administrativo pasa 
hacer una obligación de orden constitucional, que sin embargo causaba cierta 
desconfianza en el ámbito local; en consecuencia, con la Ley 130 de 19135, que 
crearía dicha jurisdicción, se evidenció que la motivación se basó esencialmente 
en los postulados del derecho Francés, puntualmente con la separación de 

                                                           
4
 Dice el título XIII, del Consejo de Estado, artículos 136 al 141, la composición del Consejo de Estado, su división de 

secciones, suplentes y atribuciones. 
5
 Artículo 1º  La jurisdicción de lo Contencioso-administrativo tiene por objeto la revisión de los actos de las corporaciones o 

empleados administrativos en el ejercicio de sus funciones, o con pretexto de ejercerlas, a petición del Ministerio Público, de 
los ciudadanos en general, o de las personas que se crean vulneradas en sus derechos, en los casos y dentro de los límites 
señalados en la presente Ley. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7153#13
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poderes, para lo cual se decía que en los países donde no se conformaba una 
jurisdicción de lo contencioso administrativo se vulneraba el principio de la 
separación de poderes. 
 
Adicional a esto, se optó por reproducir la idea francesa, de que el juez ordinario 
no estaba en capacidad de conocer los asuntos contencioso administrativos, en la 
medida en que estos solo se encargaban de los litigios privados, por lo tanto no 
procurarían el interés general; a pesar de esto en el caso colombiano, lo 
relacionado con el contencioso administrativo no reviste el carácter de 
administración pública, sino por el contrario está investido de funciones 
jurisdiccionales, lo que difiere sustancialmente de lo establecido en el régimen 
Francés. 
 
En definitiva es claro que la relación de motivos para la creación de la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, no fue congruente con lo que finalmente quedo 
plasmado en el articulado normativo, tanto así que contundentemente se separó la 
jurisdicción de la administración, dándole espacio en el ámbito propiamente 
judicial. 
 
 En este aspecto de es anotar, que la formalización de una jurisdicción especial, 
para los asuntos de la administración, es reflejo del Estado de Derecho, siendo 
que constituye un medio para garantizar los derechos de los ciudadanos y 
salvaguardar la potestades públicas, que en suma tiene como función esencial el 
control de orden constitucional y legal, de cada una de las actuaciones de la 
administración, en sus distintos niveles. 
 
Frente a los premisas del Estado Social de Derecho, el derecho administrativo 
amplia su margen, para servir de medio para el logro de los fines estatales y como 
instrumento jurídico para favorecer a la ciudadanía en general, ya no se busca 
únicamente el cumplimiento de las formalidades jurídicas, sino se plantea el 
objetivo de una justicia material, se aumentan las garantías sociales a través de la 
creación de normas y se le da una nueva interpretación al derecho. 
 
Así las cosas, el derecho administrativo en el Estado Social de Derecho, se ve 
avocado a la constitucionalización de sus normas, para que estas se orienten a la 
justicia social y a la materialización de los derechos ciudadanos, en este sentido 
se evidencia que este derecho está llamado a evolucionar paralelamente a los 
cambios que se presenten en el sistema político, es así como su ámbito de 
aplicación rezagado a las formalidades plenas, ya no tiene cabida en el contexto 
actual, sino se debe procurar por dar una interpretación amplia a los asuntos de la 
administración, fortaleciendo la garantía a los derechos reconocidos 
constitucionalmente.  
 
Adicional a lo expuesto, esta nueva idea de derecho administrativo implica que no 
esté limitado exclusivamente a platear controles, a restringir las actuaciones, por el 
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contrario debe asumir una forma dinámica en la cual se establezcan condiciones 
que permitan la minimización de las problemáticas, que reconozcan derechos y 
prerrogativas, además que se propenda por el mejoramiento continuo de las 
actuaciones de la administración y de sus servidores. 
 
 
II. El desempeño de Función Publica 
 
El presente estudio se encuentra orientado hacia el régimen disciplinario existente 
en el ámbito de la Administración Pública, es así como desde la teoría de Max 
Weber (1994, pág. 173), se sentaron las bases del modelo tradicional de 
administración pública, conocida como la “dominación legal con administración 
burocrática”, sobre este punto se destaca que para que concurra la dominación 
sobre la pluralidad de hombres, generalmente debe estar acompañada de un 
aparato administrativo, encargado de ejecutar las disposiciones emanadas del 
grupo de personas al cual deben obediencia.  
 
Esta noción se enmarca esencialmente en el concepto de burocracia, que es vista 
por este autor como la estructura pura de dominación del cuadro administrativo, la 
cual a su vez está compuesto por funcionarios asumidos individualmente, siendo 
esta la forma más racional de ejercer la dominación, por lo que resulta ser la 
técnica de perfección para alcanzar óptimos resultados. 
Así se genera la necesidad de vincular a la administración pública un personal que 
cumpla con un mínimo de requisitos6, estos relacionado con la experticia del 
funcionario y la diligencia con la cual debe asumir sus funciones, sumado a 
rigurosidad con que se deben proveer los cargos y las condiciones para 
permanecer en el servicio, es decir este planteamiento se encuentra orientado a 
procurar un funcionario de las más altas calidades al servicio del Estado.    
 
Al respecto es indicado decir que esta burocracia está estructurada sobre el ideal 
de autonomía de la administración pública, respecto de la influencia de otros 

                                                           
6 Por lo tanto resulta inherente que los funcionarios deben cumplir con un perfil particular como lo es: 

1) personalmente libres, se deben sólo a los deberes objetivos de su cargo, 
2) en jerarquía administrativa rigurosa, 
3) en competencias rigurosamente fijadas, 
4) en virtud de un contrato, o sea (en principio) sobre la base de libre elección según 
5) calificación profesional que fundamenta su nombramiento -en el caso más racional: por medio de ciertas pruebas o del 
diploma que certifica su calificación-; 
6) son retribuidos en dinero con sueldos fijos, con derecho a pensión las más de las veces; son revocables siempre a 
instancia del propio funcionario y en ciertas circunstancias (particularmente en los establecimientos privados) pueden 
también ser revocados por parte del que manda; su retribución está graduada primeramente en relación con el rango 
jerárquico, luego según la responsabilidad del cargo y, en general, según el principio del “decoro estamental” (cap. IV). 
7) ejercen el cargo como su única o principal profesión, 
8) tienen ante sí una “carrera”, o “perspectiva” de ascensos y avances por años de ejercicio, o por servicios o por ambas 
cosas, según juicio de sus superiores, 
9) trabajan con completa separación de los medios administrativos y sin apropiación del cargo, 
10) y están sometidos a una rigurosa disciplina y vigilancia administrativa.  
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sectores tales como la política y la económica, que en si misma representa la 
actuación de los servidores públicos en desarrollo de sus funciones deben 
garantizar el cumplimiento de los principios, deberes y derechos consagrados en 
la Constitución Política, entre los cuales se encuentran los enunciados en su 
artículo 209, así: 
 

ARTICULO 209º—La función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las 
autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus 
órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 
 

Que a su vez la Ley 909 de 2004, que regula todo lo concerniente a la función 
Pública en Colombia, retoma los postulados constitucionales, determinando que el 
servicio público debe regirse y desarrollarse en armonía con los principios de 
igualdad, mérito, moralidad, eficacia, eficiencia, economía, imparcialidad, 
celeridad, trasparencia, economía y publicidad, debe responder al proceso de 
selección del personal fundamentado en el mérito, de las calidades personales y 
de la capacidad profesional y finalmente, aunque de gran importancia para el tema 
en cuestión, es el deber de buscar la satisfacción del intereses generales y de la 
efectiva prestación del servicio, que implica la responsabilidad de los servidores 
públicos por el trabajo desarrollado. 
 
Es así como en síntesis se entiende por funciones públicas aquellas actividades o 
potestades de interés general cuya titularidad corresponde al Estado, como 
expresión de la soberanía y que están directamente relacionadas con el 
cumplimiento de sus fines esenciales como sistema de organización política y 
democrática (Hernández, 2007, pág. 28). 
 
El claro que el servidor público es fundamental para la función administrativa, por 
tal razón la Constitución Política de 1991, estableció a que se refiere tal 
denominación7:  

 
“Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios. 
“Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán 
sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 

 

                                                           
7 El Decreto 3135 de 1968 identificó la clasificación de los trabajadores al servicio del Estado en su artículo 5° entre las 

nociones de empleados públicos y trabajadores oficiales; lo cual fue ratificado en el Decreto 1848 de 1969. Es decir que en 
términos generales, se encuentran previstas dos formas de vinculación laboral al servicio público, como lo son la legal y 
reglamentaria, para empleados públicos y la contractual, para los trabajadores oficiales.  
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Este ideal de burocracia que pretende la eficiencia de la organización 
administrativa pública, mediante una estructura racional compleja que facilitaría la 
consecución de objetivos estatales, no obstante este modelo no es infalible, 
siendo que a pesar de estar pensado como un sistema determinado por  los 
mandatos legales, es claro que este se ve permeado por factores externos como 
las dinámicas sociales, política y culturales. 
 
Dado este contexto de quebrantamiento de la institucionalidad, surge la necesidad 
por parte del Estado de fijar mecanismos para evitar y sancionar las conductas 
irregulares ejercidas por servidores públicos en ejercicio de sus funciones, que van 
desde normas de orden penal, disciplinario y fiscal, hasta el control social 
adelantado por los ciudadanos8.  
 
Así mismo, resulta indiscutible que las conductas contrarias a la función pública, 
se presentan de manera generalizada para todas las entidades del Estado y en 
todos los escalafones de la administración pública, lo que implica que esta 
conducta del funcionario no se genera solo por el hecho de la institución, o el 
cargo que ostenta sino que se origina por múltiples circunstancias de hechos, que 
van desde la intencionalidad hasta el desconocimiento. 
 
III. Facultad Sancionadora de la Administración 
En cuanto a la potestad sancionadora, es claro que el Estado para la realización 
de sus fines y sus funciones se debe valer de medios para punir cada una de las 
conductas o actuaciones que pongan en peligro, la recta realización de todas sus 
actividades y que de alguna manera afecten los derechos de la ciudadanía en 
general, en virtual de los cual se puede considerar que: 
 

(...) la potestad sancionadora es la facultad que tiene la Administración Pública, y 
ciertos particulares habilitados por la Constitución o la ley, para imponer sanciones 
de acuerdo con el debido proceso a quienes cometan una falta previamente 
establecida en una norma jurídica (...) Además de mantener la vigencia del orden 
jurídico, el poder administrativo sancionador es considerado un medio necesario 
para alcanzar los fines del Estado y la consecución de los intereses generales. 
Debido a esto se les otorga “a las autoridades administrativas la facultad de imponer 
una sanción o castigo ante el incumplimiento de las normas jurídicas que exigen un 
determinado comportamiento a los particulares o a los servidores públicos (Suárez 
Tamayo, Mejía Londoño, & Restrepo Gómez, 2014, pág. 142). 

 
Para el caso del Estado Colombiano, es faceta sancionatoria se ve reflejada en 
distintas orbitas, como lo son las atribuciones que ejercen las autoridades penales, 
administrativas y en ocasiones determinadas los particulares, no obstante siendo 
de interés en esta oportunidad los relacionado con el derecho administrativo, es 
menester identificar las particularidades del mismo, al respecto se indica que:  

                                                           
8
 La Constitución Política de Colombia de 1991, en el artículo 124 dispone que la ley determinará la responsabilidad de los 

servidores públicos y la manera de hacerla efectiva 
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El Derecho Administrativo Sancionador es, ante todo, de índole administrativa, 
siendo lo sancionador una rama la misma, por lo que la aplicación de principios 
básicos del Derecho Penal debe estar orientado a garantizar derechos 
fundamentales de la persona, de lo cual debe entenderse que no existe una relación 
de subordinación del Derecho Administrativo hacia el Derecho Penal, sino que 
ambos se encuentran en un mismo plano, siendo su única diferencia el grado de 
desarrollo alcanzado en materia sancionadora por el segundo (López, 2008, pág. 
59).  

 
La correcta diferenciación entre lo concerniente al derecho penal y al derecho 
administrativo frente al actividad administrativa sancionadora, resulta de gran 
importancia para identificar los limites y circunstancias a las cuales es viable darle 
aplicación a cada uno, esto en razón de que aun cuando los dos constituyen 
manifestaciones concretas del ius puniendi del Estado, esto no justifica que el 
derecho sancionador se aproxime necesariamente a los principios penales.9 
Habiendo realizado estas precisiones, se abordará lo relacionado con la facultad 
disciplinaria de la Administración.  
 
 
 
IV. ¿Qué es la potestad disciplinaria del Estado? 
 
El artículo 2° de la Constitución Política determina los fines del Estado entre los 
que se encuentra garantizar efectivamente los principios y deberes consagrados 
en la constitución. Igualmente es claro que las autoridades administrativas se 
deben al cumplimiento de sus deberes funcionales y a la protección del interés 
general, dando cumplimiento a los fines del Estado. 
 
El control disciplinario se fundamenta en la necesidad de preservar el orden al 
interior de las entidades estatales, en sentido formaliza un límite a la función 
pública, la cual esencialmente se encuentra en cabeza de los funcionarios y 
particulares al servicio de las instituciones. 
 
Sobre el particular la Procuraduría General ha indicado que: 
 

La potestad disciplinaria del Estado, tal como se ha dicho, se concreta en el poder o 
facultad de sancionar a sus propios funcionarios, con ello se busca garantizar el 
cumplimiento de los fines estatales y el normal ejercicio de la función pública, es lo 
que se conoce como mecanismo de autocontrol o autotutela; esa posibilidad de 
sanción surge además en el ámbito de la Relación Especial de Sujeción, de ahí que 
conciba la relación causa-efecto entre la potestad disciplinaria como especie y la 
Relación Especial de Sujeción (Yate Chinome, 2007, pág. 25).  

                                                           
9
 Para ampliar ver: Rebollo, M., Izquierdo, M., Alarcón, L., & Bueno, A. (2005). Panorama del derecho administrativo 

sancionador en España. Panorama del derecho administrativo sancionador en España, 23-74. 
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En este orden de ideas, es importante remitirse al concepto de relación especial 
de sujeción10, siendo esta una figura elemental para el derecho disciplinario, por lo 
al remitirse a la propuesta del profesor Forero, que indica que son: 

 
(…) aquellos nexos o vínculos estrechos, duradero y efectivos, que existen entre la 
Administración Pública y los servidores estatales, esto es, funcionarios y particulares 
que prestan funciones públicas en Colombia, dada su acentuada dependencia 
respecto de la misma; y en tanto relaciones jurídicas flexibles, funcionales, 
juridificadas y constitucionalizadas, facultan a aquella en el marco de un Estado 
Constitucional, Social y Democrático de Derecho, para exigirles el cumplimiento de 
sus deberes funcionales y demandarles en caso de infracción, pero previa garantía 
de un debido proceso, la responsabilidad que su calidad conlleva, por inobservancia 
de los valores y principios derivados de la ética del servicio público, en aras de 
garantizar un fin preciso: la efectividad y excelencia de la Administración (Forero 
Salcedo, 2008, pág. 216 y 217). 

 
De conformidad con lo citado, la facultad disciplinaria del Estado, resulta ser el 
medio para controlar la recta gestión de sus funcionarios, en consonancia con las 
finalidades que persigue la administración, esta se justifica en la relación jurídica 
especial que el servidor público tiene para con Estado, en la medida en que su 
responsabilidad se ve comprometida al momento de incumplir las obligaciones y 
deberes.  
 
Así mismo, el régimen sancionatorio disciplinario constituye un ordenamiento 
jurídico que desarrolla el poder de control de la función pública y social, con miras 
a lograr el cabal cumplimiento de su cometido legal y social asegurar la eficiencia 
en la prestación de los servicios a cargo del Estado (Mejía Ossman & Quiñones 
Ramos, 2004, pág. 36).  
 
La acción disciplinaria en Colombia se ha erigido con dos propósitos esenciales: 
primero, garantizar la función pública al servicio de los intereses generales (art. 
209 C. N.); segundo, salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que deben observar en su empleo, los servidores públicos al servicio del 
Estado y de la comunidad (art. 123 inc. 2 C. N.), por tal razón el incumplimiento de 
los deberes, la extralimitación y abuso de los derechos y funciones constituyen 
falta disciplinaria (Villegas Garzón, 2004, pág. 241) 
 
En cuanto a la manifestación en las practicas jurídicas todo servidor y particular 
que ejerce función pública, debe asumir en primer lugar, que el ejercicio de 

                                                           
10

 Para mayor información consultar Gil García, L. M. (2009). Relaciones Especiales de Sujeción. Aproximación Histórica al 

Concepto. Prolegómenos - Derechos y Valores, 177-192. 
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funciones públicas se desenvuelve, se desarrolla, se materializa con total apego a 
las orientaciones de índole filosófica reconocidas por la Carta Política, que se 
plasman en cada principio de orden Constitucional a saber: igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad; y en segundo lugar, que 
todo servidor o particular que asuma el ejercicio de funciones públicas es el 
garante de que ello efectivamente se cumpla; en consecuencia, el desempeño del 
empleo, del cargo o la función tiene que hacerse cumpliendo los deberes, 
respetando las prohibiciones, entendiendo que se está sometido a un régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos, y conflictos de interés 
establecido en la Constitución y en las Leyes; solamente así se garantizará el 
ejercicio de la función pública, entendiendo que si el servidor público o particular 
que la ejerce se aparta de tan claro mandato, sobrevendrá la sanción como 
reproche de la conducta desplegada, constitutiva de falta disciplinaria11.  
 
Es así como para el Derecho Disciplinario “la pauta para diferenciar una conducta 
oficial de una particular se da sobre la base de delimitar las actividades ordinarias 
del servidor público como persona, de las propias o derivadas del cargo, 
precisando dónde acaban unas y comienzas las otras, sin que para ello cuente 
como referencia necesaria la relación material sino jurídica con la investidura y las 
tareas a su cargo” (Serrano Izasa, 2009, pág. 316) 
 
Ahora bien Mejía y Quiñones  resaltan que se trata del ejercicio de la potestad de 
autocontrol del Estado moderno, que se traduce en el poder de sancionar las 
infracciones de los agentes de la Administración por faltas en el ejercicio de sus 
funciones, mediante un procedimiento legalmente establecido, destinado a calificar 
las fallas e imponer las sanciones al empleado responsable (Mejía Ossman & 
Quiñones Ramos, 2004, pág. 156). 
 
Frente a la regularidad del concepto en los autores consultados, estos coinciden al 
plantear que en aquellos casos en los cuales existe una relación laboral de 
subordinación entre el Estado y una persona, se crea una relación de sujeción o 
supremacía especial, debido a la particular situación en la que se presenta el 
vínculo entre la Administración y dicha persona. Sostienen que así las cosas, un 
elemento esencial que define al destinatario de la potestad disciplinaria es la 
existencia de una subordinación del servidor público para con el Estado. 
 

                                                           
11

 La Corte Constitucional ha dicho que  “en el terreno del derecho disciplinario estricto, esta finalidad se concreta en la 

posibilidad que tiene la Administración Pública de imponer sanciones a sus propios funcionarios quienes, en tal calidad, le 
están sometidos a una especial sujeción. Con esta potestad disciplinaria se busca de manera general el logro de los fines 
del Estado mismo y particularmente asegurar el cumplimiento de los principios que gobiernan el ejercicio de la función 
pública, cuales son el de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad” [sentencia C-125 de 
2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra]; y que “la administración pública goza de un poder disciplinario para someter a 
sus servidores y obtener de ellos la obediencia, disciplina, moralidad y eficiencia necesarias para el cumplimiento de sus 
deberes y demás requerimientos que impone la respectiva investidura pública, a fin de que se cumpla con el propósito para 
el cual han sido instituidos, como es el servicio al Estado y a la comunidad, en la forma prevista por la Constitución, la ley y 
el reglamento (C.P., art. 123)” (Sentencia C-095. 1998,). 
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Esta se justifica en la relación  jurídica especial que el servidor público tiene para 
con Estado, en la medida en que su responsabilidad se ve comprometida al 
momento de incumplir las obligaciones y deberes, o extralimitarse en sus 
funciones.  
 
Como se dijo previamente, el Estado Constitucional, Social y Democrático de 
Derecho, se basa en la garantía de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, elemento determinante para el ordenamiento jurídico, que vincula a 
los poderes públicos y limita la acción estatal, prerrogativas deben ser integradas 
al desarrollo de los procesos disciplinarios. 
 
Sobre la naturaleza, finalidades y características de la potestad disciplinaria que 
en razón de la función pública debe ser ejercida sobre los servidores públicos ha 
tenido ocasión de pronunciarse en detalle el Consejo de Estado, precisando que 
constituye una de las columnas centrales que soportan la institucionalidad estatal 
y garantizan la adecuada y eficaz marcha de la gestión pública: 
 

En la organización Estatal constituye elemento fundamental para la realización 
efectiva de los fines esenciales del Estado Social de Derecho, la potestad para 
desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, en atención a su especial 
sujeción al Estado en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de la 
función pública; (…) con lo que la ley disciplinaria se orienta entonces a asegurar el 
cumplimiento de los deberes funcionales que le asisten al servidor público o al 
particular que cumple funciones públicas, cuando sus  faltas interfieran con las 
funciones estipuladas.(…) Así pues, la finalidad de la ley disciplinaria es la 
prevención y buena marcha de la gestión pública al igual que la garantía del 
cumplimiento de los fines y funciones del Estado en relación con las conductas de 
los servidores que los afecten o pongan en peligro (Consejo de Estado, Sentencia  
176207, 2009). 

El derecho disciplinario actualmente en Colombia se encuentra normalizado 
mediante la Ley 734 de 2002, aplicable a los servidores públicos y a los 
particulares que ejercen funciones públicas, al ser una vertiente  de un derecho de 
carácter sancionatorio le resulta imprescindible propiciar un escenario de garantías 
de orden sustancial como procedimental a favor del sujeto investigado, 
especialmente respetando sus derechos fundamentales.    
 
Así mismo, de conformidad con el artículo 22 de la norma en comento, es 
obligación del sujeto disciplinable cumplir con los principios de la moralidad 
pública, transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, 
imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia y eficiencia 
durante el desempeño de su empleo, cargo o función, al igual que deberá respetar 
las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, 
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incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en la 
Constitución Política y en las leyes12. 

Bajo este contexto, es claro que la ley disciplinaria aun cuando es de carácter 
sancionatorio, también fija una serie de garantías para el sujeto disciplinable, pero 
de la misma manera le requiere la observancia de una serie de principios y valores 
en ejecución de sus funciones, enfocados en su mayoría en la exigencia de 
favorecimiento al interés general. 

 

 La responsabilidad disciplinaria en España. 

La potestad disciplinaria en España encuentra su fundamento en el artículo 103 de 
su Constitución, el cual se establece el funcionamiento y los principios rectores de 
la administración13. 

Por lo tanto siendo que para la imposición de orden disciplinario se hace necesario 
adelantar previamente un proceso reglado, que garantice plenamente los 
derechos del investigado, dado que la responsabilidad recae específicamente en 
el funcionario individualmente considerado, este se encuentra normado por el Real 
Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado, el cual 
es aplicado al personal:  

a) De la Administración Civil del Estado y sus Organismos Autónomos. 
b) Al personal civil al servicio de la Administración Militar y sus Organismos 
Autónomos. 
c) Al personal funcionario de la Administración de la Seguridad Social. 
 

El procedimiento de conformidad con el artículo 27 de la norma mencionada, 
iniciará siempre de oficio, por acuerdo del órgano competente, ya sea por su 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, moción razonada de los 
subordinados o denuncia; adicionalmente se hace la salvedad de que en caso de 
que medie denuncia se debe comunicar al denunciante de el trámite. 
 
Seguidamente los artículos 34 a 44, determinan como se desarrolla la actuación 
disciplinaria, para tal fin se faculta al instructor del proceso para que adelante la 

                                                           
12 Con relación con al ámbito puramente procesal el artículo 94 del Código Disciplinario Único

12
, determina que el operador 

disciplinario, ciertamente debe plasmar al impulsar la actuación disciplinaria los principios rectores consagrados en ese 
estatuto y en artículo 3° del Código Contencioso Administrativo, hoy llamado Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.  
13 Artículo 103 

1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, 
jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 
2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley. 
3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de 
mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las 
garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
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práctica de cuantas diligencias sean adecuadas para la determinación y 
comprobación de los hechos y de la pruebas puedan conducir a su 
esclarecimiento y la determinación de las responsabilidades; se dispone que entre 
las primeras acciones se debe tomar la declaración del presunto autor. 
 
A su vez se encuentra previsto que notificado el pliego de cargos, el investigado 
cuenta con diez días para realizar las alegaciones que considere para su defensa 
y aportar los documentos que considere pertinente, y durante este puede solicitar 
pruebas.    
 
Contestado el pliego o transcurrido el plazo sin hacerlo, el Instructor podrá acordar 
la práctica de las pruebas solicitadas siempre que estas sean pertinentes además 
de las que considere aportan a la causa, para lo cual dispondrá de una plazo de 
un mes.  
 
Posterior a la práctica de pruebas de haber sido ordenadas, se le dará traslado del 
expediente al inculpado, con objeto de que este realice alegaciones en favor de su 
defensa y entregue documentos que considere; agotada esta etapa el instructor 
formulará dentro de los diez días siguientes, la propuesta de resolución en la que 
fijará con precisión los hechos, motivando, en su caso, la denegación de las 
pruebas propuestas por el inculpado, hará la valoración jurídica de los mismos 
para determinar la falta que se estime cometida, señalándose la responsabilidad 
del funcionario así como la sanción a imponer.  

Notificada esta propuesta de resolución al investigado, se dará nuevamente 
traslado para que alegue ante el instructor, oído el inculpado o transcurrido el 
plazo sin alegación alguna, se remitirá con carácter inmediato el expediente 
órgano que haya acordado la incoación del procedimiento, el cual lo remitirá al 
competente para que proceda a dictar la decisión que corresponda14, entre las 
sanciones a imponer se encuentran la separación del servicio, suspensión de 
funciones, traslado con cambio de residencia y apercibimiento15. 

Señaladas las particularidades del régimen disciplinario español, se evidencia que 
de manera estructural el procedimiento plante unas etapas similares a las 
previstas el Código Disciplinario Único vigente en Colombia, sin embargo con 

                                                           
14

 Los órganos competentes para la imposición de las sanciones disciplinarias:  
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de la Presidencia, quien con carácter previo oirá a la Comisión Superior 
de Personal, para imponer la separación del servicio.  
2. Los Ministros y Secretarios de Estado del departamento en el que esté destinado el funcionario, o los Subsecretarios por 
delegación de éstos, para imponer las sanciones de los apartados b) y c) del artículo 14.  
Si la sanción se impone por la Comisión de las faltas en materia de incompatibilidades previstas en el artículo 6 apartado h) 
y articulo 7, apartado k), en relación con las actividades desarrolladas en diferentes Ministerios la competencia 
corresponderá al Ministro de la Presidencia.  
3. El Subsecretario del Departamento, en todo caso, los Directores Generales respecto del personal dependiente de su 
Dirección General y los Delegados del Gobierno y los Gobernadores Civiles respecto a los funcionarios destinados en su 
correspondiente ámbito territorial, para la imposición de las sanciones de los apartados d) y e) del artículo 14.  
15

 Corrección disciplinaria que consiste en anotar una infracción al culpable y que en caso de que se repita dará lugar a una 
sanción más grave. 
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términos mucho más cortos, adicionalmente establece la competencia para 
imponer sanciones que se sintetiza en el nominador y no determina la 
organización de un órgano o dependencia que de manera exclusiva ejerza esta 
función, así es claro que la actuación disciplinaria es una función de orden 
administrativo. 

 Responsabilidad disciplinaria en Chile. 

La Constitución Política de la República de Chile, establece en su artículo 38, la 
responsabilidad por las actuaciones de sus funcionarios, quienes ejercen sus 
actuaciones siempre en representación de la administración del Estado16. 
 
En concordancia, con la Ley N°18.575, se determino en el artículo 1517 que el 
personal de la administración estará sujeto a la responsabilidad administrativa, 
además se establece que en el ejercicio de la potestad disciplinaria se asegurará 
el derecho a un racional y justo procedimiento. 
 
Es así como se determina que esta responsabilidad de orden administrativo tiene 
origen en las conductas cometidas por el funcionario público que son contrarias a 
los deberes, prohibiciones e incompatibilidades. 
 
La Ley Nº 18.834 estatuto administrativo, en el cual se dice que el procedimiento 
se puede adelantar mediante una investigación sumaria o sumario administrativo: 
 

Investigación sumaria: es un procedimiento disciplinario, breve y concentrado, 
destinado a verificar la existencia de los hechos y la individualización de los 
responsables y su participación. Lo instruye un funcionario del servicio denominado 
investigador, a quien corresponde proponer la sanción, mediante un informe o vista, 
a la autoridad que ordenó la investigación.  
 
Las únicas sanciones disciplinarias que pueden aplicarse mediante este 
procedimiento son las de censura, suspensión o multa. Solo excepcionalmente 
puede aplicarse la destitución, como ocurre con los atrasos y ausencias reiterados.  
 
Sumario Administrativo: es aquel procedimiento administrativo disciplinario de lato 
conocimiento que busca establecer la existencia de los hechos, la individualización 
de los responsables y su participación, y la aplicación de la medida disciplinaria que 

                                                           
16

 Artículo 38. Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará 
la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad 
de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.  
Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las 
municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere 
afectar al funcionario que hubiere causado el daño. 
17

 Artículo 15.- El personal de la Administración del Estado estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil y penal que pueda afectarles. 
 En el ejercicio de la potestad disciplinaria se asegurará el derecho a un racional y justo procedimiento. 
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corresponda en el caso de que el funcionario haya infringido sus deberes y 
obligaciones. (Gobierno de Chile, 2013, pág. 7) 
 

Con base en esta distinción en esta oportunidad se profundizará únicamente en lo 
que tiene que ver con el sumario administrativo18, el cual se inicia con resolución 
emitida por el Jefe del Servicio con facultad para ello, cuando se esté en presencia 
de hechos graves, que sean susceptibles de constituir una infracción o falta 
administrativa. 
 
En la menciona resolución, se debe designar un fiscal19 que será el encargado de 
instruir el proceso y a su vez mediante resolución también debe nombrar un 
actuario20, a quien le corresponde certificar las actuaciones dentro del 
procedimiento; estos dos comisionados pueden ser reusados por los funcionarios 
que tienen calidad de inculpados. 
 
La etapa de investigación el fiscal facultado para adelantar el proceso, realiza las 
diligencias necesarias para el recaudo probatorio, esto con el fin de verificar la 
ocurrencia de los hechos investigados y el grado de participación de los 
funcionarios vinculados. Esta debe cumplirse en un plazo de 20 días hábiles los 
cuales podrán prorrogarse hasta por 60 en total. Es de mencionar que esta etapa 
de investigación es reservada y solo hasta la formulación de cargos cuando el 
inculpado puede asumir formalmente su defensa. 
 
Concluida esta etapa por medio de resolución el Fiscal puede determinar la 
terminación de la investigación, o si hay merito proceder a la formulación de 
cargos, en la cual se hace la calificación jurídica de la conducta del funcionario 
público, este deber ser notificado personalmente al investigado. 
 
Frente a la formulación de cargos el funcionario investigado, puede presentar 
alegaciones en su defensa, dentro de los cinco días siguientes a la notificación, 
prorrogables hasta por diez días, en este puede solicitar pruebas o es válido 
ordenarlas de oficio. 
 
Realizados los descargos o vencido el plazo para tal fin, el Fiscal emite concepto y 
recomienda la terminación o sanción dentro del procedimiento; este es remitido al 
Jefe de Servicio para que resuelva acerca de la responsabilidad del funcionario, 
contra esta ultima proceden los recursos de reposición y apelación. 
 

                                                           
18

 Véase Soto Kloss, E. (1975). El procedimiento disciplinario sumario en el estatuto administrativo (explicaciones 
esquemáticas). Revista de Derecho Público de la Universidad de Chile, 111-136. 
19

 El fiscal que se designe para instruir un Sumario Administrativo deberá tener igual o mayor grado que el funcionario que 
aparezca como inculpado en los hechos que se investigan. Si durante el curso de la tramitación apareciere comprometido 
un funcionario de igual o mayor grado o jerarquía que el fiscal, éste continuará, no obstante, substanciando el proceso hasta 
que se decrete el cierre del sumario 
20

 El actuario se considerará estar en comisión de servicio para todos los efectos legales hasta el término de la instrucción 
del sumario, y podrá ser un empleado de cualquier servicio de la Administración. 
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Las medidas disciplinarias que pueden ser adoptadas por la autoridad son la 
censura, la multa, la suspensión y la destitución.     
 
El trámite disciplinario previsto en Chile, es ciertamente más expedito que el que 
se aplica en Colombia, siendo que presente menos etapas que agotar; tiene la 
particularidad de que solo con la formulación de cargos el presunto responsable 
puede intervenir como sujeto procesal y ejercer su derecho de defensa, lo cual no 
se asemeja a lo establecido en la legislación colombiana ni española. 
 
V. Naturaleza Jurídica de los Actos Disciplinarios 
 
Como ya se dijo la potestad disciplinaria constituye una de las modalidades de los 
poderes sancionatorios del Estado, la cual tiene como finalidad fundamental la 
salvaguarda de los principios del Estado Social de Derecho, el respeto por los 
derechos y garantías fundamentales, y el logro de los fines esenciales del Estado 
que establece la Carta Política y justifica la existencia misma de las autoridades. 
 
Así en desarrollo de las actuaciones disciplinarias, es claro que los órganos 
competentes realizan una serie de actuaciones y emiten decisiones de fondo, las 
cuales deben contener ciertos elementos, por lo tanto se presentaran los 
conceptos de acto administrativo y acto jurisdiccional, como medio para analizar 
las categorías correspondientes al acto disciplinario. 
 

 Concepto y características del Acto Administrativo 

El concepto de Acto Administrativo ha sido objeto de estudio por distintos autores 
a lo largo de la evolución del derecho administrativo, por lo tanto no existe una 
única definición sino  por el contrario aun cuando algunos sectores de la doctrina 
coincidan en ciertos elementos, se encuentra que cada concepción está matizada 
por una noción jurídica particular, por lo tanto se enunciaran algunas de las más 
representativas21. 
 
Parafraseando a García de Enterría (2008, pág. 540)el acto administrativo es la 
declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la 
administración en ejercicio de la potestad administrativa, que la diferencia de la 
potestad de tipo reglamentaria, al respecto de esta definición posee características 
particulares de gran importancia como los son: 
 

                                                           
21 A manera de contextualización es de indicar que Gustavo Penagos (2008, pág.139) señala que la noción de acto 

administrativo se remonta a la Revolución Francesa, pero adicional a esto se tiene que proviene del  denominado 
concilium principis, creado por Octavio Augusto como un órgano que asesoraba a las autoridades en la toma de decisiones, 
cuando el emperador asistía a esas deliberaciones, las decisiones tomas se consideraban como obligatorias, siendo esta 
una de las características del acto administrativo. 
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 Se trata de una declaración intelectual, lo que significa que excluye todas 
aquellas actividades puramente materiales, que también se manifiestan mediante 
comportamientos o conductas que se revelan concluyentemente una posición 
intelectual previa. 
 

 La declaración puede ser de voluntad, que será lo normal en las decisiones 
o resoluciones finales de los procedimientos, aunque también se reconoce por 
medio de otros estados intelectuales como los son de juicio, de deseo, de 
conocimiento, que resultan siendo para el caso de la administración expresiones 
de esos actos resulta habitual. 
 

 La declaración del acto administrativo se centra en el proceder de la 
administración, por lo tanto, excluye todos aquellos actos jurídicos propios del 
administrado, al igual que los actos materialmente administrativos emitidos por 
órganos públicos que no pertenecen a la administración, así como los contratos o 
convenios en vista de que son expresión de la concurrencia de voluntades, no solo 
de la administración. En síntesis, el acto administrativo es un acto unilateral. 
 

 La declaración administrativa es un acto del ejercicio de una potestad 
administrativa, en los cuales no expresan la capacidad y la titularidad de los 
derechos comunes de las administraciones. Dado que la potestad requiere estar 
previamente especificada en el ordenamiento, esto se traduce en que no hay acto 
sin norma que lo autorice, no obedece al principio de la autonomía de la voluntad 
sino exclusivamente a la previsión legal. 
 

 La potestad administrativa ejercida mediante el actos es sustancialmente 
distinta a la potestad reglamentaria en la medida en que el reglamento creo a 
modifica el derecho, mientras el acto lo aplica. 
 
Gordillo considera que el “acto administrativo es una declaración unilateral 
realizada en ejercicio de la función administrativa, que produce efectos jurídicos 
individuales en forma inmediata” (1999, pág. 22). Al respecto, señala entre sus 
características que estos actos deben plasmar una declaración, es decir una 
exteriorización intelectual; ser unilateral por lo no sería aplicable a los contratos; es 
producto del ejercicio de la función administrativa más no a la función específica 
del órgano emisor; debe producir efectos jurídicos, no basta con una simple 
declaración proveniente de la administración y los mismos deben darse de forma 
inmediata, sin necesidad de un acto posterior;  ser individual,  se excluyen del 
concepto de acto administrativo a los actos generales como reglamentos siendo 
que estos tienen un régimen jurídico especial. 
 
Por otro lado, Cassagne expone que el “acto administrativo pertenece a la 
categoría de actos jurídicos voluntarios” (2013, pág. 109), que se materializa en 
una declaración exteriorizada, que no se agota con los comportamientos 
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materiales que se dan con la actividad física de la administración, ya que estos 
solo alcanzarían a ser un hecho administrativo; distingue los efectos de los actos 
jurídicos los cuales tienen como fin establecer relaciones jurídica de manera 
inmediata, mientras el acto administrativo además de estas también produce 
efectos mediatos. 
 
Lo anterior evidencia que el acto administrativo en síntesis es una declaración de 
voluntad, emitida por la Administración Pública, en el marco de sus actuaciones, 
las cuales deben realizarse de conformidad con el ordenamiento jurídico, siendo 
este el que simultáneamente determina tanto las atribuciones como los limites a 
estas. 
  
Ya en lo que respecta a Colombia, la primera vez que se hablo de acto 
administrativo, fue con la ley 88 de 1910, pero en la época no había jurisdicción 
contenciosa administrativa, aun cuando se permitía de la presentación de un 
escrito para solicitar su nulidad de estos actos; posteriormente, con la ley 130 de 
1913 también planteó la posibilidad de controvertir los actos de gobierno22. 
 
Antes del decreto 01 de 1984, se dio la reforma de 1981 en la cual se intentó dar 
una aproximación conceptual al acto administrativo como una manifestación de 
voluntad de un ente de derecho que produce efectos jurídicos. Con el decreto 01 
de 1984 se planteó, como las conductas y abstenciones capaces de producir 
efectos jurídicos y en cuya realización influyen la voluntad y la inteligencia. 
 
Actualmente, en la Ley 1437 de 2011, no se construyo una definición den lo que 
es acto administrativo, no obstante, se ha enfocado la legislación en establecer los 
elementos de existencia y validez del acto administrativo, que si están previstos; 
así las cosas, es de señalar que esta normatividad trae consigo adicionalmente, lo 
relacionado con el acto administrativo electrónico y la notificación electrónica, 
como una evolución  de esta categoría. 
 
El acto administrativo ha sido una categoría de interés también para la 
jurisprudencia, la Corte Constitucional ha dicho que el acto administrativo, 
constituye el modo de actuación jurídica ordinaria de la administración, y se 
manifiesta a través de las declaraciones unilaterales, creadores de situaciones 
jurídicas generales, objetivas y abstractas, o subjetivas particulares y concretas 
que reconocen derechos o imponen obligaciones a los administrados- (Corte 
Constitucional, C-487, 1996) 
  

                                                           
22

  
Consultar Naranjo, R. (2001). La reforma contencioso administrativa de 1914. Estudios Socio-Jurídicos , 18-39. 
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De lo referido se puede decir que la administración emite distintas clases de actos 
y solo algunos con características específicas, teniendo en cuenta su alcance, 
efectos y situaciones jurídicas que crea, suprima o modifica, se estará ante un 
acto administrativo en sí mismo, que a su vez resulta ser ejemplo del sometimiento 
de la administración al principio de legalidad. 

 Concepto y características del Acto Jurisdiccional 
 
En primer término es importante definir a que hace referencia la noción de 
jurisdicción: 

Puede definirse como la actividad del Estado encaminada a la actuación del 
derecho objetivo mediante la aplicación de la norma general al caso concreto. De la 
aplicación de la norma general al caso concreto puede deducirse, a veces, la 
necesidad de ejecutar el contenido de la declaración formulada por el juez, y 
.entonces, la actividad jurisdiccional es no sólo declaratoria sino ejecutiva también. 
(de Pina & Castillo Larrañaga, 2007, pág. 59) 

 
La Administración de Justicia hace parte de la función pública que ejerce el 
Estado, la Constitución Política ha especificado en su artículo 116, que 
corporaciones tienen competencia para administrar justicia:    

ARTICULO   116. Modificado por el art. 1, Acto Legislativo No. 03 de 2002. El 
nuevo texto es el siguiente: La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, 
el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la 
Nación, los Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la 
Justicia Penal Militar.23  
 

Ahora bien, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, en el artículo 1324, ha 
establecido que la función jurisdiccional de manera excepcional puede ser ejercida 
por otras autoridades o por particulares. 
De lo anterior se infiere que la función jurisdiccional en principio está circunscrita a 
la Rama Judicial, sin embargo la Ley prevé eventos o circunstancias en las cuales 
se les otorga competencia a determinados sujetos para que cumplan funciones de 
este tipo, como ocurre con el Congreso de la Republica y otras autoridades 
administrativas.   

                                                           
23

 NOTA: Sustituida la expresión "Consejo Superior de la Judicatura" por la de "Comisión Nacional de Disciplina Judicial", 
por el art. 26, Acto Legislativo 02 de 2015.  
24

 ARTICULO  13. DEL EJERCICIO DE LA FUNCION JURISDICCIONAL POR OTRAS AUTORIDADES Y POR 
PARTICULARES. Modificado por el art. 6, Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente: Ejercen función jurisdiccional 
de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política: 
(…) 
2. Las autoridades administrativas respecto de conflictos entre particulares, de acuerdo con las normas sobre competencia 
y procedimiento previstas en las leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún caso, realizar funciones de instrucción o 
juzgamiento de carácter penal; y 
3. Los particulares actuando como conciliadores o árbitros habilitados por las partes, en los términos que señale la ley. 
Tratándose de arbitraje, en el que no sea parte el estado o alguna de sus Entidades, los particulares podrán acordar las 
reglas de procedimiento a seguir, directamente o por referencia a la de un Centro de Arbitraje, respetando, en todo caso los 
principios Constitucionales que integran el debido proceso. 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34710#6
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Por otro lado, el acto jurisdiccional en la doctrina también ha sido un tema de 
discusión, entre los autores que se han detenido a indagar sobre el particular se 
encuentra Léon Duguit citado por Ortega Medina, quien expone que  según este 
autor el acto jurisdiccional es propio que se den tres elementos: 
 

a)... El acto jurisdiccional supone la existencia de una actuación, un acto de orden 
jurídico o material o de una abstención que constituye, o se pretende constituya, una 
situación contraria al Derecho; la misión del Estado será, por ende la constatación o 
comprobación de que existe o no tal atentado al derecho objetivo o subjetivo. 
Se requiere entonces, que exista una voluntad que pretenda que exista algo 
contrario al Derecho. Sin embargo, esto no quiere decir enfatiza Duguit, que sea 
necesario un litigio, esto es, dos pretensiones contradictorias, pues aunque así 
sucede en la mayoría de los casos, también es frecuente que no haya contradicción, 
ni contradictor en una cuestión de derecho que se plantea. 
 b) La actividad jurisdiccional, indudablemente, está encaminada a resolver 
cuestiones de derecho y no meramente de hecho; el juzgador, entonces, a manera 
de conclusión silogística, lógicamente fundada, da solución a la cuestión de derecho 
planteada, misma que tendrá "... un carácter diferente, un efecto distinto, una fuerza 
distinta que la solución dada por el administrador. Dada por el juez, la solución se 
impone por sí misma". 
Esto es, la resolución planteada por el juzgador, tiene lo que se llama fuerza de 
verdad legal; podrá ser incluso criticada, sin embargo, "... deviene un elemento más 
del ordenamiento jurídico de la sociedad considerada" y su aplicabilidad es 
ineludible. 
c) De lo anterior se infiere que una vez da la solución, la misión de la autoridad 
jurisdiccional no ha terminado; es necesario que se verifique por su parte un acto 
jurídico final, tendiente a la realización de hecho de dicha resolución. Solo entonces 
se puede decir que el acto jurisdiccional aporta un elemento al orden jurídico 
existente. 
Si así, en resumen, la cuestión de derecho planteada al juzgador, la solución que 
conforme a la lógica recae a esta cuestión con fuerza de verdad legal y la ejecución 
material de la solución dada, los tres elementos que, de manera indisoluble, aparece 
en el acto jurisdiccional, hacen del mismo un acto complejo con caracteres 
específicos y naturaleza diversa a los actos legislativos y de la administración. 
(Ortega Medina, 1990 , págs. 137-138)    
     

En todo caso Silva indica que el acto jurisdiccional puede definirse como la: 
 

(…) manifestación exterior y unilateral de la voluntad del Estado, realizada con la 
intención de producir consecuencias jurídicas, cuyo sentido constituye una norma 
individualizada, manifestación que se produce con motivo de una controversia de 
derecho que se somete a la decisión de aquél... El acto jurisdiccional puede 
producirse dentro del proceso o ser la conclusión de éste (de Silva, 2010, pág. 157). 

 
Dentro de este marco, se encuentra que el acto jurisdiccional se caracteriza 
fundamentalmente por ser una declaración emitida por la autoridad del Estado 
encargada de dirimir cuestiones relativas al cumplimiento de la normatividad 
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vigente, que estas decisiones son de carácter eminentemente jurídico y en 
consecuencia produce efectos frente a la situación jurídica planteada. 
 
Ahora bien, formalmente los actos jurisdiccionales contienen elementos como la 
terceidad es decir la presencia de un tercero imparcial, independiente, exclusivo, 
natural y director, las partes -actor y opositor-, proceso -método triangular 
desarrollado en medio de un instar bilateral impuesto por el propio derecho de 
acción- y que vincula como mínimo tres sujetos: uno supraordenado y dos 
coordinados- y, finalmente, se requiere la generación de un acto que está 
acompañado de elemento particular como es el de la cosa juzgada. (Agudelo 
Ramírez, 2007, pág. 161) 
 
En atención a lo expuesto, es de anotar que según Calamandrei (2005 , págs. 
351-352)  la diferencia más importante entre el acto administrativo y el acto 
jurisdiccional radica en que el juez tiene como finalidad hacer observar el derecho 
a los ciudadanos en caso de controversia y esto lo hace mediante los actos 
jurisdiccionales, mientras la autoridad administrativa se vale la Ley para cumplir 
sus funciones y para limitar su propia conducta. 

    

 Reflexiones acerca del Acto Disciplinario 
Al respecto conviene decir que los actos de orden disciplinario pueden ser 
dictados tanto por las oficinas de control interno disciplinario de cada entidad 
pública o por la misma Procuraduría General de la Nación en ejercicio del poder 
preferente, y demás órganos con titularidad de la acción disciplinaria; es de 
mencionar que la Procuraduría es un organismo independiente y autónomo de 
carácter administrativo, es decir que está al margen de las demás ramas del 
Estado, es así que en consecuencia, sus actos, son emitidos en razón del ejercicio 
de una función eminentemente administrativa. 
 
El Consejo de Estado, ha fijado un criterio en el cual ha determinado que bajo 
ninguna circunstancia, las actuaciones adelantadas por la Procuraduría General 
de la Nación y demás órganos disciplinarios, pueden tenerse como ejercicio de la 
función jurisdiccional. 
 
Entre los argumentos planteados por la máxima autoridad de la jurisdicción 
contencioso administrativa, se encuentra que el funcionario con potestad 
disciplinaria no es juez y por tanto tampoco profiere sentencias, solo hace una 
manifestación de la función administrativa: 
 

Se aclara a este respecto que la Procuraduría no es un poder omnímodo no sujeto a 
controles, ni es una nueva rama del poder, ni es un nuevo juez creado sobre la 
marcha en contravía del diseño constitucional; no se puede atribuir, en contra de la 
Constitución Política que dice defender, estas funciones, ni puede siquiera sugerir 
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que sus decisiones constituyen sentencias, con todas las garantías que revisten los 
fallos judiciales. 
(...) 
También el Consejo de Estado es consciente de la tesis reiterada de la Corte 
Constitucional, en el sentido de que los actos administrativos disciplinarios son 
materialmente un ejercicio de administración de justicia. En criterio del Consejo de 
Estado, esta caracterización verbal no obsta para que estos actos disciplinarios 
mantengan su naturaleza jurídica fundamentalmente administrativa, ni enerva el 
control jurisdiccional integral sobre los mismos por parte de la jurisdicción 
contencioso administrativa. (Consejo de Estado, Sentencia 039011, 2013) 
 

Así, dadas las particularidades de la actuación ejercida por el operador disciplinario, 
estás no pueden ser equiparable a la de un juez, en vista de que esa competencia 
no le ha sido asignada y en esta medida los actos emitidos en desarrollo de los 
mismos no tendrían la categoría y aptitud de una fallo judicial. 
 
En síntesis se encuentra que constitucionalmente la Procuraduría General de la 
Nación, ciertamente no constituye una rama del poder público autónoma y tampoco 
hace parte del la rama judicial, adicional a eso su carácter es de orden 
administrativo, sin que la ley le allá conferido función jurisdiccional más allá de las 
atribuciones de policía judicial.   
 
Paralelamente, la Corte Constitucional ha expuesto algunas de las características 
más significativas de la potestad disciplinaria y de las actuaciones que se dan en 
el marco de la misma, sobre el particular ha indicado: 

Para efectos de la determinación de la responsabilidad disciplinaria de los 
servidores públicos, el ejercicio de la mencionada potestad se encuadra dentro de lo 
que se ha denominado el derecho administrativo disciplinario (…) Igualmente, goza 
de una naturaleza de índole administrativa derivada de la materia sobre la cual trata 
-referente al incumplimiento de deberes administrativos en el ámbito de la 
administración pública-, de las autoridades de carácter administrativo encargadas de 
adelantarla, y de la clase de sanciones a imponer, así como de la forma de 
aplicarlas. (Corte Constitucional, Sentencia C-095, 1998) 

 
Como se ve el derecho disciplinario está orientado al conocimiento de asuntos en 
materia de función pública y adicionalmente las autoridades con potestad 
disciplinaria son funcionarios públicos. 
 
No obstante, la misma Corte Constitucional, ha indicado que en materia 
disciplinaria, en sentido material se ejerce la función de impartir justicia25, para lo 
cual ha precisado que: 

                                                           
25

 Con sentencia T-161 de 2009 la Corte Constitucional, planteó la noción de -juez disciplinario-, aduciendo que "No es del resorte 
del juez de tutela cuestionar los fundamentos interpretativos que de la ley y la jurisprudencia haya realizado el máximo organismo 
de control disciplinario para adoptar su decisión en un caso particular, pues al hacerlo estaría atentando de manera abierta y 
flagrante contra la autonomía e independencia funcional de que está investido en su calidad de juez disciplinario". En el mismo 
sentido Sentencia T-1093, 2004 y sentencias C-429, 2001 
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La Corte se inclina por esta última interpretación pues el ejercicio de la potestad 
disciplinaria del Estado plantea un espacio en el que también se imparte justicia. 
Esto es así por cuanto se trata de un escenario en el que se imputa la comisión de 
conductas que han sido tipificadas como faltas y para las que se han previsto 
sanciones y de allí por qué, en la actuación que se promueve para que se 
demuestren aquellas y se impongan estas últimas, deban respetarse los contenidos 
del debido proceso.  Claro, existen espacios de ejercicio del poder disciplinario que 
en estricto sentido no hacen parte de la rama jurisdiccional del poder público, como 
ocurre con aquellos que pertenecen a la administración o incluso a los particulares 
que ejercen esa potestad por delegación.  No obstante, aún en tales supuestos, las 
autoridades disciplinarias despliegan una actividad con contenidos materiales 

propios de la función de administrar justicia.  (Corte Constitucional, Sentencia C-014 

de 2004) 

 
En el mismo sentido con sentencia SU-901 de 2005, la misma Corporación aclaró 
que: 
 

(...) hay lugar al amparo constitucional de los derechos fundamentales vulnerados 
en el curso de una actuación administrativa en la que materialmente se cumple la 
función de administrar justicia, tal como ocurre, por ejemplo, con los procesos que 
se adelantan ante la justicia penal militar, los procesos policivos y los procesos 

disciplinarios que se tramitan en la Procuraduría General de la Nación.  (Corte 

Constitucional, Sentencia SU-901, 2005) 
 

Con base en estos pronunciamientos es válido afirmar que el funcionario 
encargado de adelantar la función disciplinaria, materialmente se ve avocado a 
cumplir en ciertos momentos con los oficios propios de un juez, en tanto le es 
imprescindible interpretar y aplicar la ley, tanto así que la jurisprudencia señala 
que “el Procurador General de la Nación, si así lo considera pertinente, puede 
impartir directrices generales de interpretación de las normas disciplinarias”. (Corte 
Constitucional, Sentencia SU-901, 2005) 
 
En los argumentos planteados, se evidencia que jurisprudencialmente se han 
configurado dos tesis distintas respecto del carácter de las atribuciones de la 
autoridad disciplinaria, es decir de una parte se sostiene que en ejercicio de sus 
funciones se administra justicia aun cuando no tengan potestad jurisdiccional, y de 
otra que su función es eminente administrativa y en todo caso nunca sus actos 
tendrían los elementos y los efectos de un acto proferido por la jurisdicción. 
 
En la práctica, los actos disciplinarios son tomados como actos administrativos 
disciplinarios, esto debido a que las decisiones que dan fin al trámite del proceso 
son susceptibles de control por parte de la Jurisdicción Contenciosa 
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Administrativa26, acudiendo al medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, previsto en el artículo 18 de la Ley 1437 de 2011, al igual que son objeto 
de revocatoria directa.27  
 
Así las cosas, con relación a lo dispuesto por la Corte Constitucional, ya 
ampliamente citado en apartes anteriores, cabe preguntarse si de materialmente 
las actuaciones adelantadas por la Procuraduría y demás autoridades 
disciplinarias en la praxis deberían ser asumidas como una facultad jurisdiccional y 
en esta medida sus decisiones también deberían asumir esta connotación. 
 
En este aspecto es apropiado indicar que la Constitución Política de 1991 creó el 
Consejo Superior de la Judicatura, el cual está conformado por una sala 
Administrativa y la Jurisdiccional Disciplinaria, otorgándole la función de 
administrar justicia y lo ubica en la misma posición jerárquica de las altas Cortes; 
siendo de interés para este análisis la materia disciplinaria, es claro que la Ley 270 
de 1996, señala que esta corporación ejerce función jurisdiccional, es decir 
resuelve los procesos que por infracción a sus regímenes disciplinarios que se 
adelanten contra funcionarios judiciales, abogados, y quienes ejerzan jurisdicción 
transitoria u ocasionalmente. 
 
De conformidad con lo expuesto en razón a la función jurisdiccional disciplinaria, el 
Consejo Superior de la Judicatura emite sentencias, por lo tanto a pesar de la 
especificidad en cuanto a los sujetos de los procesos de competencia de este 
órgano, dentro de la actuación disciplinaria si sería viable darle el carácter de 
jurisdiccional, en tanto el denominado juez disciplinario realiza una valoración 
probatoria compleja y sus decisiones en caso de ser sancionatorias corresponden 
a cuestiones de orden laboral. 
 
Acotando lo mencionada, se puede decir que en los casos en los cuales la 
Procuraduría General de la Nación y demás autoridades disciplinarias, adelantan 
las etapas que la Ley determina para que se agote el proceso disciplinario, 
resolviendo las controversias en cuanto a incumpliendo de deberes funcionales de 
los servidores públicos, en procura de una solución justa y eficaz sin que el caso 
pueda llegar a conocimiento de la jurisdicción propiamente dicha, se encuentra 
que durante estas labores conoce y se pronuncia respecto de unos hechos, 
confrontándolos con la normatividad previamente establecida, lo que significa que 
el operador disciplinario, en sus funciones debe asegurarse que el procedimiento 
se ajuste a la legalidad, y en esta medida cumpla entre otras cosas con las 

                                                           
26

 Consultar Calambas, A. M. (2007). Límites de la jurisdiccion contencioso administrativa en acciones de nulidad y 
restablecimiento del derecho en fallos disciplinarios. En I. d. Público, Lecciones de Derecho Disciplinario Volumen VI (págs. 
115-165). Bogotá: Imprenta Nacional de Colombia. 
27

  
Ver Meléndez Vargas, R., & Álvarez Araújo, M. L. (2007). Revocatoria Directa. En I. d. Público, Lecciones de Derecho 
Disciplinario Volumen IV (págs. 325-342). Bogotá: Imprenta Nacional de Colombia. 
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mismas obligaciones que le son exigibles a un juez, favoreciendo el cumplimiento 
de las garantías sustanciales y procesales que le ordena la Ley a los demás 
autoridades judiciales, en consonancia con los principios constitucionales. 
 
Aunado a lo anterior, es de mencionar que ha sido tema de controversia las 
dificultades que han surgido en el evento en que los actos administrativos 
disciplinarios son demandados ante el juez administrativo, que al realizar control 
de legalidad28, este resultan en ocasiones tan amplio, que se ha reabierto el 
debate jurídico realizado en sede disciplinaria: 

 
En no pocos eventos la jurisdicción contenciosa administrativa, al ejercer el control 
de legalidad sobre la actividad administrativa sancionatoria, pareciera operar como 
si de una tercera, cuarta y hasta quinta instancia se tratara, realizando un control de 
opinión e interpretación para el cual no se encuentra instituida constitucionalmente, 
hecho que cercena de manera categórica las posibilidades de construcción de una 
dogmática del derecho disciplinario a partir de la interpretación que los operadores 
jurídicos de tal orden y la doctrina realizan sobre la ley. (Gomez Pavajeau, 2011, 
pág. 149) 

 
Sobre este tema Edgardo José Maya Villazón, ex Procurador General de la 
Nación, esboza un análisis en el cual afirma que solo habrá lugar a un control de 
legalidad de la decisión disciplinaria proferidas por el Ministerio Público, en sus 
aspectos sustanciales, cuando se presenten irregularidades manifiestas o juicios 
evidentemente arbitrarios, bien sea por el desconocimiento ostensible de los 
principios de la sana crítica en la valoración de la prueba o por la aplicación de 
reglas interpretativas alejadas de la lógica o del sentido común, razón por la que 
cualquier otro cuestionamiento a la decisión disciplinaria, es en su concepto, 
desconocería las características propias de la función disciplinaria a cargo de la 
Procuraduría General de la Nación (Maya Villazón, 2007, pág. 25). 
 
Por lo tanto, de conformidad con el desarrollo planteado, se puede concebir que 
en Colombia el derecho disciplinario se ha consolidado de tal manera que cuenta 
con la suficiente autonomía para imponer sanciones, para lo cual es preciso dotar 
las autoridades disciplinarias de las facultades propias de un juez, 
fundamentalmente de la autonomía e independencia judicial, con el fin de que sus 
decisiones por su relevancia tanto para el interés general como para el servidor 
público, sean asumidas como providencia con fuerza de verdad legal. 

 
 

CONCLUSIONES 
 

                                                           
28

 Para ampliar ver: Moreno Romero, I. (2014). Las Decisiones Disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación y su 
Control de Legalidad en la Jurisdicción. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia . 
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El principio de separación de poderes, ha sido una categoría presente a los largo 
de la consolidación y evolución del derecho administrativo, el cual ha sido 
integrado como en el caso Colombiano, en la Constitución política, en donde 
organización del Estado prevista determina que son ramas del poder público la 
legislativas, la ejecutiva, y la judicial, se paradas funcionalmente pero atendiendo a 
una colaboración armónica. 
 
Para el cumplimiento de sus fines y demás funciones públicas, el Estado debe 
disponer de una colectividad de personas que ostenten las más altas calidades, a 
las cuales les serán encargadas la realización de unas funciones especificas, es 
por esto que la figura de servidor público, reviste relevancia en tanto es 
fundamental para la consecución de la excelencia de la administración.    
 
La facultad sancionadora del Estado, encuentra su fundamento en el deber del 
Estado de alcanzar sus objetivos, es por esto que se vale de esta potestad para 
sancionar las conductas contrarias al ordenamiento jurídico, este régimen 
establece la  responsabilidad en que puede incurrir el servidor público con sus 
conductas, las cuales pueden ser de orden fiscal, disciplinario, civil y penal, sin ser 
estas excluyentes.  
 
En materia disciplinaria, el régimen jurídico colombiano, contempla un 
procedimiento específico para controlar y sancionar las actuaciones inadecuadas 
de sus funcionarios, en el cual se consolidó un articulado respecto de las faltas, 
sanciones a imponer, basado en los deberes funcionales del servidor público.      
 
En cuanto a la naturaleza de las funciones disciplinarias encomendadas a la 
Procuraduría General de la Nación, se evidencia que constitucionalmente se 
enmarcan en el desarrollo de una función administrativa, dada la naturaleza de 
ese órgano y las competencias funcionales de las autoridades disciplinarias, 
adicionalmente no se le ha investido de la función de administrar justicia, por lo 
cual sus actos no revisten las categoría de decisiones judiciales.  
 
Aun cuando se le ha dado carácter administrativo de este tipo de actos 
disciplinarios, jurisprudencialmente, por una lado el Consejo de Estado ha 
reiterado su posición frente a este asunto, señalando que la Procuraduría General 
de la Nación adelanta una función administrativa y en consecuencia emite actos 
administrativos, mientras la Corte Constitucional plantea que la misma corporación 
en materia disciplinaria materialmente administra justicia, y de hecho se ha 
determinado la procedencia excepcional de la acción de tutela frente a los actos 
disciplinarios, sin que se pueda decir que por tal razón se constituya el ejercicio de 
función jurisdiccional. 
 
Ahora bien, desde el punto de vista práctico y en el ámbito de la función pública, 
podemos decir que cuando el operador disciplinario actúa resolviendo la 
controversia que se presenta con relación al deber funcional del servidor, ejerce 
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una función materialmente jurisdiccional, al decidir el asunto, tanto así que la 
misma Ley 734 de 2002, dispone en cuanto a la ejecutoriedad de la decisión, que 
la misma no podrá ser sometida nuevamente a investigación y juzgamiento 
disciplinario, y el control ejercido por la jurisdicción contencioso administrativo, 
debe estar enmarcado en la legalidad del acto, más no en el debate jurídico que 
se dio origen al proceso. 

Por lo anterior, si tales actos disciplinarios no son llevados a la jurisdicción tales 
decisiones quedarían en firme, lo cual sería una efecto equiparable al de cosa 
juzgada material.  

En este sentido dada la relevancia de las decisiones que profieren las autoridades 
disciplinarias y de los cuestiones que llegan a su conocimiento, tanto para el 
funcionario investigado como para el interés general de la ciudadanía, seria de 
suma importancia considerar una modificación en la naturaleza de las funciones 
ejercidas en materia disciplinaria por parte de la Procuraduría General de la 
Nación y demás autoridades disciplinarias, que ya no sean tenidas como una 
función netamente administrativa, por lo cual sería fundamental darles la 
relevancia de una función jurisdiccional y que las decisiones tengan fuerza de 
sentencia judicial, como a manera de ejemplo ocurre con algunos procedimientos 
de competencia de las superintendencias, que deben someterse a los principios 
fijados en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, que por su contenido 
serian armónicos y aplicables al proceso disciplinario. 
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